	Fecha
	6 de diciembre de 1971
	Sesión número
	73

	Motivo: Amparo

	Recurrente: GORDON T. MC.ALPIN CROW

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que a su regreso al país, con su pasaporte norteamericano y con visa de entrada debidamente otorgada por el Cónsul de Costa Rica en Houston, Estados Unidos de América, las autoridades de Migración impidieron su ingreso, haciendo uso de la fuerza, aunque tenía en ese momento todos sus documentos de viaje en regla para ese ingreso. Que esas autoridades no acataron las disposiciones que regulan la forma y modo de decretar una expulsión del país de un extranjero.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que al recurrente se le confirió permiso de residencia adjudicándosele la cédula correspondiente y, que nunca tuvo realmente la intención de residir en el País, lo que se desprende de sus entradas y salidas durante corto tiempo.  Que de propia voluntad renunció a su residencia y su visa fue cancelada, colocándose en situación de turista, sometido a regulaciones especiales que regulan esa condición. De conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Migración, el Departamento de Migración podrá cancelar, provisional y definitivamente, la visación de los turistas que la usen sin tener la condición de turistas o abusando de ella. Que con vista de la certificación de entradas y salidas el recurrente se situó exactamente en la posición contemplada por ese artículo citado y abusó de la visa que le fue concedida.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El Decreto Ejecutivo N° 3 de 26 de abril de 1942 creó la Oficina de Migración, como dependencia del Ministerio de Seguridad Pública para controlar la entrada y salida de nacionales y extranjeros. El artículo 27 faculta a las autoridades de los puertos, aeropuertos y lugares fronterizos, para rechazar a los inmigrantes cuyos frecuentes viajes indiquen que han perdido su calidad de turistas y no son acreedores de esa calificación.-  Esta es precisamente la condición del recurrente quien, con sus actuaciones dentro del país perdió su calidad de turista, por lo que el recurrido, con apoyo en lo dispuesto en el citado artículo 27, procedió legalmente a impedirle la entrada al territorio nacional.-  Los Magistrados Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Valverde y Porter, declaran con lugar el recurso. El Magistrado Sanabria rechaza el recurso.


N° 73
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día seis de diciembre de mil novecientos setenta y uno, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Fernández, Coto, Jacobo, Retana, Vallejo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Odio, Sanabria, Valverde, Trejos, Porter y Benavides.

Artículo VIII
Los Licenciados Oscar Bejarano Coto, Rodolfo Coto Pacheco y Néstor Baltodano Guillén, como abogados del señor Gordon T. Mc. Alpin Crow, establecen recurso de Amparo contra el señor Ministro de Seguridad Pública, alegando:
1) El día 14 de octubre en curso, nuestro cliente el señor GORDON T. MC.ALPIN CROW regresaba al país, con su pasaporte norteamericano expedido por el Gobierno de los Estados Unidos de América número G-381914, y con visa de entrada al país debidamente otorgada por el Cónsul de Costa Rica en Houston, Estados Unidos de América, en el vuelo de Pan American de las 7.55 p.m.

2) Las autoridades de Migración con orden superior, según dijeron a los firmantes Bejarano y Baltodano, impidieron el ingreso al país de nuestro referido cliente, quien tenía en ese momento, todos sus documentos de viaje en regla para ingresar al país.

3) El hecho de que no se le permitiera el ingreso al país a nuestro cliente, es ilegal, porque además de que se hizo uso de la fuerza para obligarlo a regresar al avión, no se han acatado las disposiciones contenidas en las siguientes leyes y decretos que regulan la forma y modo de decretar una expulsión del país de un extranjero: Ley número 13 de 18 de junio de 1884, adicionada por Ley número 28 de 28 de noviembre de 1936; Decreto Ejecutivo número 2 del 16 de octubre de 1956, reformado por idem número 9 de 27 de junio de 1959.

4) Además de la ilegalidad cometida con el señor Mc. Alpin, los abogados presentes fuimos expulsados bajo amenaza de fuerza, del recinto de la Oficina de Migración cundo estábamos tratando de ayudar profesionalmente a nuestro cliente.

PETICIÓN.

Para los fines del artículo 3) inciso d) de la Ley de Amparo, número 1161 del 2 de junio de 1950, presentamos formal recurso administrativo de REVOCATORIA de la medida que impide el reingreso al país de nuestro cliente, por ilegal.


Los anteriores argumentos fueron reforzados por los recurrentes, en presentaciones posteriores, y que aparecen agregadas a las diligencias respectivas.


El señor Ministro de Seguridad Pública, en memorial de 18 de noviembre próximo pasado, rindió su informe así:

1) El señor Mc. Alpin Crow expresó formalmente su deseo de radicarse en Costa Rica, mediante solicitud que hiciera a las Oficinas de Migración de “PERMISO DE RESIDENCIA”  y su correspondiente “cédula”.  Al efecto rindió las garantías de ley y cumplió además con los otros requisitos que exigen las leyes y reglamentos a los extranjeros.  El permiso se le confirió el  3 de julio de 1969 adjudicándosele la cédula No. 100-63266-6462. (Ver copias fotostáticas adjuntas)

2) En verdad, el señor Mc. Alpin nunca tuvo realmente la intención de residir – con la vinculación y estabilidad que el vocablo supone – en el País.  Así se desprende de su constante salir y regresar durante corto tiempo que aparentemente estuvo entre nosotros.  Véase certificación del Departamento Mecanizado de Seguridad Pública que se acompaña.
3) Bien pronto se vio en dificultades, asuntos judiciales, etc. y le fue retirada la garantía de permanencia por su fiador, por lo que procedió, de propia voluntad, a renunciar a su residencia y las ventajas que con éstas se le habían concedido. (Ver copa fotostática que se adjunta y testimonio de la escritura otorgada ante el Notario Francisco Cordero Zúñiga a las 9 hs. del 6 de setiembre último, también acompañada, de la que pido se tome razón y se devuelva.-


Conviene señalar, que entre los asuntos judiciales dichos, se encuentra un proceso por estafa y que en todos ellos tiene sus representantes judiciales, según lo manifiestan los recurrentes en el hecho 9 de su memorial.

4) La visa que eventualmente había sido concedida al señor McAlpin, fue cancelada conforme al cablegrama que agrego a este memorial.

5) El artículo 19 de la Constitución Política, dice: “Artículo 19.- Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos individuales y sociales que los costarricense, con las excepciones y limitaciones que ésta Constitución y las leyes establecen…”


Luego, conforme a la Carta Magna, no es idéntica la situación jurídica de costarricenses y extranjeros.-  Si bien, estos gozan de todas las garantías, seguridades y tranquilidad de que disfrutamos los nacionales, es lo cierto que están sometidos a regulaciones especiales que deben cumplir a fin de que no se rompa el orden y sistema de nuestro País.-

De modo que no puede entenderse que las normas especiales a que deben someterse los extranjeros, tanto para ingresar, como para residir en Costa Rica, constituyen trato discriminatorio, porque todos ellos se encuentran en la misma condición.- Y en relación con los costarricenses no puede hablarse tampoco de violación del artículo 33 porque éste, en cuanto al punto, debe aplicarse relacionado con el 19 en lo que me permití subrayar.-

Si el señor Mc Alpin, dispuso renunciar a las ventajas que le daba su cédula de residencia, y colocarse en la situación del turista, fue él quien se colocó dentro de las personas que fijan las leyes y reglamentos para los turistas, y no se hizo otra cosa que aplicarle, lo mismo que se hace con todos los demás extranjeros, las regulaciones señaladas por esos estatutos.-


Al respecto el Reglamento de Migración, Decreto Ley N°4 de 26 de abril de 1942, que viene aplicándose desde aquella fecha en todos los casos y a todos los hombres (para usar el término constitucional) que se encuentran en las mismas circunstancias, dice su artículo 37°:


“…Las autoridades encargadas de los Puertos, Aeropuertos y lugares fronterizos, rechazarán a los inmigrantes cuyos frecuentes viajes indiquen que han perdido su calidad de turistas y no son acreedores de esta calificación.-  En cada uno de estos casos se consultará al Departamento de Migración que podrá cancelar, provisional y definitivamente, la visación de los que usaren sin tener la condición de turistas o abusando de ella.”

Resulta imperativo para las autoridades de los Aeropuertos rechazar o lo que es lo mismo, impedir, a los inmigrantes la entrada al País conforme a este texto.  Y de derecho propio para el Departamento de Migración la cancelación de la visa.-  En el caso interesado aquí, no existe duda, con vista de la certificación de entradas y salidas que se adjunta, que el señor Mc Alpin, se situó exactamente en la posición contemplada por el artículo citado y abusó de la visa que le fuera concedida.

Por lo demás, es evidente que dentro de las funciones específicas del Ministerio de Seguridad Pública están las de tomar las medidas que estime procedentes para eliminar problemas, impedir el ingreso de personas que por su condición o conducta no son convenientes, o pueden significar molestias a las autoridades de migración etc., todo como facultades discrecionales en cuanto no tengan regulaciones específicas como las señaladas.-

No existen pues las violaciones apuntadas de los artículos 19 y 33 de la Constitución Política.-


6) El Artículo 41 de la Constitución Política garantiza a todos el derecho de recurrir a las leyes para obtener reparación a los perjuicios que puedan tener. -  En nada ha intervenido para que el señor Mc. Alpin, si debe reclamar algo por injurias, daños o cualquier otra causa, lo haga.-  Es más tiene en Costa Rica sus apoderados generales judiciales según consta del documento presentado en este recurso y de la propia manifestación de los recurrentes.-  Y eso es lo que disponen las leyes para quienes se encuentren ausentes o deban ausentarse del País; el nombramiento de apoderados o representantes legales.-


7) En cuanto al artículo 48 de la Constitución citada, tampoco lo he violado, porque no impedí a nadie que presentar el Recurso que ahí se establece, si tiene alguna razón para hacerlo.-

De manera que tampoco incurrí en las violaciones de estos dos últimos artículos, que por lo demás nada tiene que ver con lo actuado en relación con el señor Mc. Alpin, pues el hecho de que por actuaciones suyas y por mandato de las leyes y reglamentos se dispusiera la cancelación de su visa de turista, no le impide acudir a los Tribunales – por medio de sus apoderados – en ejercicio de los derechos que pudiera tener conforme a estos dos textos constitucionales.

Cabe advertir que posteriormente se recibió un memorial del señor Ministro de Seguridad Pública de fecha 3 de este mes, y que ha sido agregado al expediente.-


Previa la discusión respectiva, los Magistrados Baudrit, Quirós, Fernández, Cervantes, Blanco, Odio, Trejos y Benavides, se pronunciaron por declarar sin lugar el recurso, con fundamento en las siguientes razones:


I.- De acuerdo con el mérito del expediente deben tenerse por comprobados los siguientes hechos 1) Que con fecha 3 de julio de 1969 se concedió al señor Gordon Taylor Mc. Alpin Crow permiso de inmigración en su condición de inversionista.-  Documentos en poder de este Tribunal .- 2) El 12 de setiembre del mismo año se le extendió cédula de residencia No. 100-63266-6462, la cual se canceló a petición expresa del interesado formulada el 8 de julio del corriente año, quien manifestó iba a residir en los Estados Unidos  - docs. Dichos.- 3) Que entre el 12 de enero de 1969 y el 11 de octubre de 1971, Gordon T. Mc. Alpin Crow entró y salió de país dieciocho veces. Mismos documentos. 4)  Que Mario Merino Escalante quien se había constituido fiador solidario para garantizar la residencia de Gordon T. Mc. Alpin Crow, retiró la fianza en escritura  otorgada ante el Notario Lic. Francisco Cordero Zúñiga el seis de setiembre del corriente año.- Véase el testimonio de escritura presentado.- 5) Que Mc. Alpin Crow el 6 de agosto último ingresó al territorio nacional, con una Tarjeta de Turismo extendida el día anterior por el Cónsul General de Costa Rica en Panamá, en la cual aparece visa que le permitía permanecer hasta 30 días en el territorio nacional, término renovable hasta para cinco meses más.- 6) En el pasaporte del interesado aparece una razón, de fecha 6 de octubre de 1971, por la que se le permite salir del país con destino a U.S.A. dentro de un término de 6 días a partir de esa fecha.- Sea que debería salir a más tardar el 12 de octubre próximo pasado y consta que salió el 11 de ese mismo mes.  Mismos documentos y certificación, folio 19. 7)  Que los licenciados Oscar Bejarano Coto, Rodolfo Coto Pacheco y Néstor Baltodano Guillén, son apoderados judiciales del señor Gordon Taylor Mc. Alpin Crow, certificación de folio 21.- 8) Que en Diligencias de Consignación tramitadas en el Juzgado Segundo de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda figura Mc. Alpin Crow, y otro tanto sucede con dos diligencias de la misma naturaleza que se tramitan en el Juzgado Primero de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda a instancias del Instituto de Tierras y Colonización, expedientes N° 950 y 951, en las que aparece apersonado el señor Gordon Taylor Mc. Alpin (constancia de folio 526).- 9) Que en el Juzgado Tercero de Trabajo se tramita un Prejuicio de Posiciones establecido por Gordon Taylor Mc. Alpin contra Clovis William Mc. Alpin Crow y un juicio ordinario del mismo Gordon Taylor Mc. Alpin contra la Sociedad Agrícola Industrial San Cristóbal S.A. y otros, juicio en el que la empresa demandada solicitó confesión judicial al actor (constancia folio 7).- 10) Que en el Juzgado Segundo de Trabajo se tramita juicio ordinario de Mónica Manchien Xin Dooh contra Gordon Taylor Mc. Alpin en cobro de salarios retenidos y otros extremos (constancia de folio 4).- 11) Que el 17 de octubre último el Cónsul General de Costa Rica en Miami Florida U.S.A. Marco Gutiérrez dirigió mensaje al Ministro de Seguridad Pública, señor Valverde Vega rogándole cancelar visa del señor Gordon Taylor Mc. Alpin (documentos en Poder del Tribunal) .- 12) En el Juzgado Primero Penal de San José, existe causa por estafa establecida contra Gordon Taylor Mc. Alpin Crow en perjuicio de Fernando Figueres Zamora (Escrito que contiene el recurso y cédula de notificación agregada al legajo de documentos).- 

II.- Por algún tiempo, el interesado Gordon Taylor Mc. Alpin Crow al amparo de su cédula de residencia vivió en el país donde tiene actividades económicas y en interés de las mismas salía, y entraba frecuentemente.- Pero al solicitar él que le fuera cancelada dicha cédula, su situación jurídica varió, convirtiéndose en turista, de acuerdo con el artículo 27 del Decreto Ejecutivo N° 3 de 26 de abril de 1942, y desde entonces, para poder ingresar al territorio nacional, de conformidad con lo dispuesto en el citado Decreto, estaba obligado a obtener pasaporte y la visa correspondiente, conforme al artículo 13, y quedó sujeto en todo lo demás, a lo dispuesto en dichas leyes reguladoras de la salida y entrada de nacionales y extranjeros.-  Dentro de éstas se destaca el número 36 que prohíbe a los turistas y pasajeros en tránsito el ejercicio del comercio y de su profesión u oficio. –Por otra parte, el artículo 27 faculta a las autoridades de los puertos, aeropuertos y lugares fronterizos, para rechazar a los inmigrantes cuyos frecuentes viajes indiquen que han perdido su calidad de turistas y no son acreedores de esa calificación.-  Esta precisamente es la condición del señor Mc. Alpin, quien con sus actuaciones dentro del país perdió su calidad de turista, por lo que el señor Ministro de Seguridad Pública con apoyo en lo dispuesto en el citado artículo 27, procedió legalmente a impedirle la entrada al territorio nacional.-

III. El artículo 19 de la Constitución Política dispone: “Los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos individuales y sociales que los costarricenses, con las excepciones y limitaciones que esta Constitución y las leyes establecen”.  De manera que los extranjeros como el señor Mc. Alpin, en situaciones como la referida en el recurso que se examina, están regidas por las disposiciones contenidas en los Decretos N° 37 de 7 de junio de 1940, que creó la Oficina de Migración, como dependencia del Ministerio de Seguridad Pública, para controlar la entrada y salida de nacionales y extranjeros, y el Decreto N° 4 de 26 de abril de 1942 que reglamentó el primero.  Por lo expuesto, no existe la reclamada violación del artículo 19 de la Constitución.-

IV.-  La ley N° 13 de 19 de junio de 1894 no tiene aplicación en la situación presente por no tratarse en el caso de una expulsión, sino que las autoridades impidieron al señor Mc. Alpin su ingreso al país, razón por la que tampoco tiene atinencia con el sub lite la reforma introducida a la misma por Ley N° 28 de 28 de noviembre de 1936.-

V.- Al interesado Mc. Alpin no se le ha negado la garantía contenida en el artículo 41 de la Constitución, y en lo que se refiere al reclamado quebranto del número 48 de la Carta Magna tampoco se alcanza  comprender como ha podido alegarse, ya que precisamente sus apoderados en ejercicio de la garantía que dicho texto establece, formularon el recurso que se examina.-  La orden impugnada no puede violar los números citados, así como tampoco la garantía consagrada en el artículo 33 que prescribe que “todo hombre es igual ante la ley y no podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”.- Cuando nacionales y extranjeros son sometidos a determinadas regulaciones, justificadas por el interés público y la seguridad nacional, no puede infringirse el principio contenido en el último de los indicados textos.-  Por todo lo expuesto, debe desestimarse el recurso de que se conoce, ya que no existe ninguna violación de las normas constitucionales y estar el procedimiento ordenado por el señor Ministro de Seguridad Pública de acuerdo con los Decretos arriba citados que regulan el funcionamiento de la Oficina de Migración del Ministerio a su cargo.”

Los Magistrados Coto, Retana, Jacobo, Vallejo, Valverde y Porter, votaron declarando con lugar el recurso, y al efecto dan las siguientes razones:


I.- Los artículos 41 y 48 de la Constitución Política no han podido infringirse en el presente caso; el primero porque no se le está negando al interesado ninguna de las garantía que ese texto establece, y el segundo porque simplemente contempla – en lo que aquí interesa – la posibilidad de acudir a la vía del amparo para mantener o restablecer los otros derechos constitucionales, de modo que no se ve cómo podría resultar quebrantado ese texto en virtud de la orden que se impugna en el recurso.-  Tampoco existe violación del artículo 33, porque si bien esa regla prescribe que “todo hombre es igual ante la ley”, y que “no podrá hacerse discriminación alguna contraria a la dignidad humana”, en realidad no se infringen esos principios cuando se somete a los extranjeros a determinadas regulaciones, que se justifican ampliamente por motivos de conveniencia pública y de orden o seguridad nacional, y que la propia Constitución autoriza en el artículo 19.-   De manera que el problema se circunscribe al posible quebranto de este último artículo, el cual dispone que “los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos  individuales y sociales que los costarricenses, con las excepciones y limitaciones que esta Constitución y las leyes establecen”.-  Ahora bien, como ninguna regla de la Constitución se refiere al ingreso de extranjeros, salvo el artículo 31, que trata del derecho de asilo, las excepciones y limitaciones que menciona el artículo 19 tendrían que resultar de lo dispuesto en normas de otro carácter, o sean las leyes y decretos que determinan en qué casos puede impedirse la entrada de extranjeros y que regulan todo lo referente a su permanencia dentro de territorio nacional.-  Porque de lo contrario, si esas disposiciones legales no establecieran ninguna limitación o excepción aplicable al caso en estudio, en esa hipótesis sería evidente que los funcionarios de Migración habrían quebrantado el artículo 19 de la Constitución Política al impedir que el señor Mc. Alpin ingresara al país.

II.-  Las autoridades no han pretendido apoyarse en la Ley de Expulsión de Extranjeros, N° 13 de 18 de junio de 1894, pues dicha ley  -que se ocupa al mismo tiempo del ingreso al territorio nacional – más bien favorece al señor Mc. Alpin en cuanto dispone, en su artículo primero, que “Puede ser expulsado del país, o no admitido en él, el extranjero que se encuentre en alguno de los casos siguientes: 1° Si fuere vago; 2° Si hubiere sido condenado en país extranjero por los delitos que esa regla indica; 3° Si fuere condenado en el país por alguno de los delitos enumerados en el inciso anterior; y 4° Si por su conducta o antecedentes fuere peligroso para la tranquilidad Pública”.-  Es obvio que el señor Mc. Alpin no se encuentra en ninguno de los tres primeros casos, ni nadie lo ha insinuado siquiera; y tampoco se ha dicho que se trate de una persona peligrosa, como para impedirle su entrada en virtud de los que prescribe el inciso 4°.-

III.-  La única regla que ha sido invocada por el señor Ministro de Seguridad Pública al contestar la audiencia sobre el amparo, es la del artículo 37 del Reglamento de la Oficina de Migración, N° 4 de 26 de abril de 1942. Ese artículo dispone lo siguiente, en la parte que transcribe el señor Ministro: “Las autoridades encargadas de los puertos, aeropuertos y lugares fronterizos, rechazarán a los inmigrantes cuyos frecuentes viajes indiquen que han perdido su calidad de turistas y no son acreedores a este calificación.-  En cada uno de esos casos se consultará al Departamento de Migración, que podrá cancelar, provisional  o definitivamente, la visación a los que la usen sin tener la condición de turistas o abusando de ella”.-  Con base en esa disposición afirma el señor Ministro que “En el caso del interesado no existe duda, con vista en la certificación de entradas y salidas que se adjunta, que el señor Mc. Alpin se situó exactamente en la posición contemplada en el artículo citado y abusó de la visa que le fue concedida”. Pero en realidad no es así, pues la propia certificación comprueba que los viajes al exterior y posteriores ingresos tuvieron lugar en el período comprendido entre  enero de mil novecientos sesenta y nueve y marzo de mil novecientos setenta y uno, o sea, - en su mayor parte – cuando el señor Mc. Alpin tenía la condición de residente, que le había sido otorgada por el Ministerio de Seguridad Pública en junio de mil novecientos sesenta y nueve.  De manera que ninguno de esos viajes podría aducirse para aplicar el artículo 37 del Reglamento, pues todos fueron efectuados con anterioridad a la fecha en que se le concedió a interesado la tarjeta de turista.  El ocho de julio de este año el señor Mc. Alpin solicitó a Departamento de Extranjeros que se le cancelara su cédula de residencia, “por motivo de regresar a los Estados Unidos para residir allá”.- No consta en la certificación presentada en qué fecha salió de Costa Rica el señor Mc. Alpin a raíz de esa solicitud.  Pero el seis de agosto ingresó de nuevo, esta vez con una visa de turista que le fue concedida por el Cónsul de Costa Rica en Panamá y que le permitía permanecer en el territorio nacional hasta por treinta días.-  Dentro de ese lapso no realizó ningún viaje al exterior, pues su única salida se produjo posteriormente, el once de octubre, en que se vio obligado a salir del territorio nacional por haber vencido el término de treinta días, sin haber solicitado la renovación de la tarjeta de turista.-  Por último, el catorce de ese mes de octubre volvió nuevamente al país, al amparo de una visa extendida por uno de los Cónsules de Costa Rica en los Estados Unidos, y fue entonces cuando las autoridades le impidieron su entrada.-

IV.- De lo anterior se desprende que la negativa de las autoridades no podría tener apoyo en el artículo 37 del Reglamento de Migración, como tampoco en otras regulaciones específicas; y si bien es cierto que el Ministerio de Seguridad Pública puede impedir el ingreso de personas que por su condición o conducta sean inconvenientes para el país, también lo que es por ningún lado se descubren en el presente caso los motivos legítimos o fundamentados en una razonable discrecionalidad, que puedan invocarse para respaldar la actuación de las autoridades, pues no se ve en qué forma podía ser inconveniente para los intereses públicos o de los individuos en general, el ingreso del señor Mc. Alpin quien no ha sido señalado como sujeto peligroso o de mala conducta.-  La potestad discrecional no puede confundirse con el ejercicio irrestricto del poder de mando, pues por allí – tratándose de extranjeros – se llegarían a establecer, al arbitrio de las autoridades, mayores limitaciones o excepciones de las que las leyes contemplan, con violación del artículo 19 de la Constitución Política.


V.- De acuerdo con todo lo expuesto, los Magistrados que emiten el presente voto declaran con lugar el recurso de amparo, pues la orden impartida por la autoridades para impedir la entrada al señor Mc. Alpin, infringe la citad regla del artículo 19 de la Constitución.


El Magistrado Sanabria votó por rechazar el recurso, con base en las siguientes razones:

1) Se expresa en el recurso, como punto de carácter fundamental, que las autoridades de Migración del Aeropuerto de El Coco, se negaron a permitir el ingreso al país del señor Mc. Alpin, a pesar de que su documentación estaba en regla y que la violación consiste en haberse impedido el ingreso al país a un extranjero con sus documentos en regla.-
2) La Ley N° 35 de 24 de noviembre de 1932 dispone en su artículo 1° que el hábeas corpus procede no sólo contra la detención ilegal que imponga una autoridad de cualquier orden, sino también contra toda restricción ilegítima de la facultad de ir y venir y de trasladarse a cualquier parte que garantiza a las personas el artículo 28 de la Constitución.- Dicha ley se refiere a la Constitución Política derogada, sea la de 1871.-  En la Carta Política actual, la misma garantía individual corresponde al artículo 22, que establece que todo costarricense puede trasladarse y permanecer en cualquier punto de la República o fuera de ella, siempre que se encuentre libre de responsabilidad, y volver cuando le convenga.  En vista de que el artículo 19 de la Constitución vigente dispone que los extranjeros tienen los mismos deberes y derechos individuales y sociales que los costarricenses, con las excepciones y limitaciones que la Constitución y las leyes establecen, no hay duda de que la negativa a permitir el ingreso al país del señor Mc. Alpin, está comprendida en la garantía que determina dicha regla 22 en relación con la 19, ya citadas, por lo cual es evidente que la vía por la que debió impugnarse la violación de dicha garantía individual, debió ser interponiendo el respectivo recurso de hábeas corpus, ya que a juicio del suscrito Magistrado, el asunto de que aquí se trata no es materia de amparo.

Y el Magistrado Jugo vota por declarar sin lugar el recurso, por cuanto  la regulación de la entrada de extranjeros al país es materia privativa del Poder Ejecutivo y en nada tiene que intervenir esta Corte al respecto. 
